
 

 

QUE EXPIDE LA LEY GENERAL DE AMNISTÍA, A CARGO DEL DIPUTADO GUILLERMO RAFAEL 

SANTIAGO RODRÍGUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

El que suscribe, Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, diputado federal de la LXIII Legislatura de la honorable 
Cámara de Diputados, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo dispuesto en el 
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 6, numeral 1, 

fracción I, 77 y 78, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de 
esta soberanía la siguiente Iniciativa con proyecto de decreto por el que se expide la Ley General de Amnistía en 

favor de presos políticos y de conciencia, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La amnistía, palabra castellana de raíz griega que puede traducirse como “sin memoria”, es un acto por el cual el 
poder público de un Estado, motivado por razones políticas, anula la relevancia penal de ciertos hechos delictivos. 

Su diferencia con el indulto estriba en que este último concepto se refiere al perdón, que no desconocimiento, de 
una pena, mientras que la amnistía encierra el reconocimiento de los delitos como legítimos, extinguiendo la acción 
penal y haciendo cesar la condena y todos sus efectos. Amnistía es abolición, olvido; perdón es indulgencia, 

piedad. El perdón supone crimen; la amnistía no supone nada, a no ser la acusación. Así pues, la virtud de esta 
figura jurídica radica en el hecho de que ofrece, en el conflicto, una salida para reestablecer la calma, conciliar a 

los contrarios y fomentar la concordia social. 

En nuestro país, la amnistía se encuentra contemplada en la fracción XXII del artículo 73 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en donde se establece la facultad del Congreso General para “conceder 
amnistías por delitos cuyo conocimiento pertenezca a los tribunales de la federación”. Al ser ésta una facultad 

exclusiva del Poder Legislativo, puede calificársele como un acto de alta consideración democrática, pues su 
decreto es competencia única del Congreso de la Unión, en donde está representada tanto la nación como el pacto 

federal. Asimismo, está reglamentada en el artículo 92 del Código Penal Federal, donde se determina que “la 
amnistía extingue acción penal y las sanciones impuestas, excepto la reparación del daño, en los términos de la ley 
que se dictare concediéndola”. Mediante la amnistía, el Estado renuncia circunstancialmente a su potestad penal, en 

virtud de requerimientos graves de interés público, particularmente por causas de carácter político, que hacen 
necesario un llamado a la concordia y el apaciguamiento colectivo. 

La historia legislativa en México registra varios momentos en donde el Estado ha concedido amnistías para 

salvaguardar el orden social y reparar los daños cometidos en contra de quienes han debido ejercer, en legítima 
defensa de causas para muchos consideradas justas, conductas de carácter delictuoso, permitiendo a su vez 
fortalecer el papel del Estado y sus instituciones. Baste recordar las amnistías presentadas a iniciativa de los 

presidentes Luis Echeverría en 1976, que facilitó la liberación de presos políticos vinculados al conflicto estudiantil 
de 1968, y José López Portillo en 1978, que permitió extinguir, gracias a la presión del llamado Frente Nacional 

contra la Represión y el Comité Eureka, la acción penal contra responsables de supuestos actos de sedición e 
incitación a la rebelión durante la época. 

La más reciente de estas iniciativas, la Ley de Amnistía de Chiapas de 1994, permitió se otorgase amnistía a todas 

aquellas personas relacionadas con los actos de violencia suscitados en varios municipios del estado a raíz del 
levantamiento en armas del Ejercito Zapatista de Liberación Nacional. Dicha amnistía, presentada apenas veintidós 
días después de la ocupación de las presidencias municipales de San Cristóbal de Las Casas, Ocosingo, Las 

Margaritas y Altamirano por parte del EZLN, durante una etapa de recrudecimiento de las agresiones y detenciones 
arbitrarías a sus miembros y simpatizantes, constituyó una pieza esencial en el proceso de pacificación, pues 

evidenció un compromiso institucional por avanzar hacia la restauración de las condiciones de seguridad en la 
región sin perjuicio del pleno respeto de los derechos humanos de los involucrados. Para el EZLN era obvio que 
para entablar un proceso de diálogo significativo el Estado debía, primero, de reconocer la existencia de presos 



 

 

políticos aprehendidos a raíz del conflicto, y segundo, garantizar su inmediata liberación en el marco del cesación 

de las represalias en su contra. 

Ahora bien, para definir a los sujetos a beneficiar por esta ley, es necesario conceptualizar categorías que si bien 
carecen de precisión formal, han sido objeto de un amplio cuerpo de estudios que ha permitido comprender con 
mayor claridad las dimensiones de este tipo de actos jurídicos. Destaca, primero, el término de preso político, 

utilizado para referirse a quienes buscando la transformación de un sistema de poder y sus instituciones 
gubernamentales, usualmente bajo la motivación altruista de transitar de un sistema injusto a uno justo y 

democrático, han promovido tácita o explícitamente el ataque violento a las instituciones, y por ello han sido 
inculpados y encarcelados por delitos consignados en la legislación penal, sugiriendo una persecución por 
motivaciones ideológicas o políticas. 

Segundo, el concepto de preso de conciencia. Amnistía Internacional, organización internacional con amplio 

reconocimiento en materia de promoción y defensa de los derechos humanos, ha establecido una definición clara al 
respecto: “Se considera preso de conciencia a toda persona encarcelada o sometida a otras restricciones físicas por 

sus convicciones políticas, religiosas o cualquier otro motivo de conciencia, así como por su origen étnico, sexo, 
color, idioma, origen nacional o social, situación económica, nacimiento, orientación sexual u otras circunstancias, 
siempre que esa persona no haya recurrido a la violencia ni propugnado su uso”. Su aprehensión y/o persecución se 

produce en el marco de su supuesta amenaza a un código de valores morales o institucionales promovido por 
quienes hegemonizan el orden establecido, el “establishment”, que los considera un mal ejemplo para una 

sociedad a la que no se le permite diferir de los lineamientos impuestos. 

Ahora bien, debemos reconocer que nuestro sistema penal ha permitido que existan personas que, agravándose su 
situación por su incapacidad económica y carencia en el acceso de buenos sistemas de defensoría legal, han sido 

recluidos a base de expedientes conformados por delitos prefabricados a causa de sus actividades políticas. 
Destacan casos como los del Dr. José Manuel Mireles Valverde, ex vocero y principal líder de los grupos 
autodefensa en Michoacán. El 27 de junio de 2014, en un fuerte operativo policiaco que incluyó la participación de 

agentes militares y policías federales y locales, el Dr. Mireles fue detenido junto con otras 69 personas en La Mira, 
municipio de Lázaro Cárdenas, Michoacán, imputados por supuestas violaciones a la Ley Federal de Armas de 

Fuego y Explosivos, a decir, la portación de armas de grueso calibre, acusación a la que días más tarde se sumarían 
los cargos de posesión de marihuana y cocaína. Sobre estas acusaciones, tanto la defensa legal de Mireles como 
varios testigos de los hechos declararían, ante el Ministerio Público, Comisión Nacional de Derechos Humanos y 

otras instancias internacionales de protección a los derechos humanos, que las armas habían sido plantadas y que el 
proceso de detención se había realizado con base en un uso excesivo de la fuerza, que incluyó amenazas, insultos, 

amordazamientos, robo de posesiones, amedrentamientos y múltiples golpes contra los aprehendidos, poniéndolos 
en delicado estado de salud. Además, se interpusieron quejas a causa de que las autoridades judiciales mantuvieron 
incomunicado a Mireles por más de veinte horas, negándole el acceso a los medicamentos necesarios para el 

tratamiento a su problema de diabetes. Por si esto fuera poco, la detención se llevó a cabo sin orden de aprehensión 
y al tratarse de un caso que no exhibía flagrancia o urgencia, contravino lo establecido en el artículo 16 

constitucional. 

Sin embargo, las faltas al debido proceso no terminarían ahí pues luego de su detención, el juez federal Armando 
Wong dictó, con sospechosa celeridad, auto de formal prisión contra Mireles, quien fue trasladado apenas dos días 
después, junto con tres de sus escoltas, al Centro Federal de Readaptación Social (CEFERESO) No. 11, penal de 

máxima seguridad ubicado en la ciudad de Hermosillo, Sonora, en donde ha permanecido desde julio de 2014. 
Durante las horas más críticas de este proceso, jamás se le permitió al Dr. Mireles hacer la debida llamada a un 

defensor dentro del plazo previsto por la ley. Cabe destacar que la detención del Dr. Mireles se ordenó luego de 
que Alfredo Castillo Cervantes, en aquel entonces Comisionado para la Seguridad de Michoacán, rechazara su 
solicitud de unirse a la recientemente creada Policía Estatal de Fuerza Rural, bajo el argumento artificioso que su 

autoridad había sido desconocida por el Consejo de Autodefensas y que, habiendo sido expulsado de aquella 



 

 

organización, estaba impedido para portar armas de fuego. Sin embargo, durante los días posteriores a la detención, 

funcionarios de alto rango como el secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chongo, y el propio 
comisionado Castillo realizaron diversas declaraciones, conscientes que el proceso judicial no había sido 
desahogado por completo, respecto a que Mireles había sido apresado por incumplir con los acuerdos de registro de 

las autodefensas. Estas acciones solo agravaron la situación de incertidumbre social y jurídica de un hombre que, 
habiendo puesto su vida y la de sus seres queridos en riesgo, había decidido luchar en contra los abusos, 

extorsiones e injusticias cometidas por los cárteles del narcotráfico en Michoacán. 

El caso de Nestora Salgado, jefa de la policía comunitaria en Olinalá, Guerrero, es también emblemático de esta 
clase de procesos judiciales marcados por el dolo y la persecución de carácter político. El 19 de agosto de 2013, la 
Jueza Segunda de Primera Instancia en Materia Penal del Distrito Judicial de los Bravo (Chilpancingo) emitió 

dentro de la causa penal 142/2013-I una orden de aprehensión contra la líder indígena por el delito de secuestro 
agravado. Apenas dos días después, Sergio Javier Lara Montellano, Secretario de Seguridad Pública y Protección 

Civil de Guerrero, solicitó que Nestora fuera internada en el CEFERESO número 4 Noroeste, ubicado en Tepic, 
Nayarit. De inmediato se autorizó ese ingreso, aun antes de ser detenida. Por la tarde de ese mismo día, Nestora fue 
detenida en Olinalá, Guerrero, por elementos del Ejército mexicano, quienes la entregaron a la Armada de México, 

para ser trasladada vía terrestre a Chilpancingo. Apenas arribaron al lugar la entregaron a un comandante de la 
policía ministerial, quien de manera inmediata la subió a un helicóptero para trasladarla al puerto de Acapulco. Al 

llegar a su destino, Nestora fue encerrada e incomunicada en un sitio que no pudo identificar. No fue sino hasta la 
mañana del 22 de agosto de 2013 que Nestora Salgado fue presentada ante la Jueza Penal para recabar su 
declaración preparatoria, sin que previamente se le hubiese mostrado orden de aprehensión alguna. 

Durante todo este proceso, se cometieron múltiples violaciones a los derechos de debido proceso y defensa 

adecuada cometidos tanto por agentes del ministerio público como por jueces del fuero común. Destacan los 
siguientes: 

1) La detención arbitraria de Nestora por fuerzas armadas (Ejército y Armada de México), pues estas entidades 

no cuentan con facultades para ejecutar órdenes de aprehensión. 

2) El traslado ilegal que la condujo a un penal de máxima seguridad, sin petición fundada y motivada del 
Ministerio Público y sin orden judicial. Hoy se tiene conocimiento que la decisión de internar a Nestora se 

ejecutó a través de un acto administrativo que provino del almirante Sergio Javier Lara Montellano, Secretario 
de Seguridad Pública y Protección Civil del Estado de Guerrero. Cabe destacar en este sentido que el Código de 
Procedimientos Penales para el Estado de Guerrero no contempla la hipótesis del traslado de un procesado hacía 

un penal de máxima seguridad. 

3) Dilaciones extraordinarias en el proceso, pues entre la puesta a disposición, la calificación de la legalidad de 
la detención y la resolución de la situación jurídica de Nestora transcurrieron en exceso los términos que señala 

el artículo 19 constitucional y el artículo 15 del Código de Procedimientos Penales. Además, por lo que hace a la 
causa 196/2013, el juez decretó la legal detención hasta el 6 de febrero de 2014, no obstante que el exhorto lo 
había recibido el 28 de enero de 2014, señaló las 10:00 horas del 18 de febrero para su declaración preparatoria; 

mientras que en la causa penal 48/2014 el juez calificó de legal la detención de Nestora hasta el 16 de diciembre 
2013, no obstante que ésta fue puesta a disposición desde el 9 de diciembre de 2013. 

4) Falta de notificación consular, debido a su doble nacionalidad mexicana/norteamericana. Esta omisión privó a 

Nestora de su derecho a tener contacto y asistencia consular con la embajada norteamericana. 

5) Negativa del juez para contar con un abogado de su confianza. No obstante que en fecha 26 de agosto de 2013 
Nestora Salgado designó defensores particulares, la Jueza Segunda Penal de Primera Instancia del Distrito 



 

 

Judicial de los Bravo, le negó ese derecho aduciendo que existían discrepancias entre las firmas que había 

estampado al momento de rendir su declaración preparatoria y la firma del escrito de designación de defensores.  

Como se observa, en ambos casos los inculpados fueron conducidos a la cárcel mediante procesos judiciales 
plagados de anomalías y contradicciones, envueltos en cuestionamientos por parte de múltiples organizaciones 
defensoras de los derechos humanos, medios independientes, especialistas en derecho penal, intelectuales, juristas 

y sociedad civil en general, quienes, a su vez, denunciaban públicamente una innegable persecución política contra 
los implicados. En el mismo marco de transgresión al debido proceso, se han girado y ejecutado cientos de órdenes 

de aprehensión injustificadas contra de personas que, frente al evidente dolo y despotismo de las autoridades 
correspondientes, solo puede calificárseles como presos políticos y de conciencia. 

Todos estos casos actúan en contra los principios de Pro Persona y de Debido Proceso, y representan violaciones 
flagrantes a lo estipulado por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como por la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre, la Declaración Universal de los Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos de los cuales México forma parte. 

En este contexto, debemos reconocer también una realidad que, a dos décadas de la suscripción de los Acuerdos de 
San Andrés, debiera despertar entre los legisladores no sólo la mayor preocupación, sino el más enérgico de los 

repudios. El hecho de que los casos de persecución por motivos políticos escalen y se acentúen cuando se trata de 
hombres y mujeres de origen indígena. Herederos de un vasto legado cultural que haya entre sus raíces más hondas 
una tradición histórica de organización comunitaria, estas personas conocen, quizás como ninguna otra, de sus 

cualidades como modo para enfrentar los abusos de poder del régimen. Sin embargo, en la actualidad, las 
expresiones de resistencia que proceden de pueblos y comunidades indígenas se han vuelto objeto de constante 

criminalización por parte del gobierno mexicano, llevando injustamente a la cárcel a decenas de sus integrantes.  La 
persecución política de indígenas es particularmente agraviante, pues recrudece la de por sí difícil cuesta de 
marginación, pobreza y falta de oportunidades que estos pueblos deben remontar para salir adelante. 

Por desgracia, pese la constante ocurrencia de estos hechos el gobierno federal se ha negado sistemáticamente a 

reconocer esta realidad y de manera obstinada ha insistido en identificar como delincuentes a quienes enarbolan la 
muchas veces legítima necesidad de exigir, frente a los terribles escenarios de desigualdad, pobreza, violencia y 

exclusión que enmarcan la vida de amplísimos sectores de la sociedad mexicana, un mejor y más justo contrato 
social. Al mismo tiempo, diversos organismos no gubernamentales dedicados a la defensa de los derechos 
humanos denuncian la existencia de cientos de presos políticos y de conciencia en las cárceles federales y estatales 

de México, viviendo en deplorables condiciones de higiene y acceso a la salud y alimentación. 

En este sentido, el Comité Cerezo, destacada organización de derechos humanos abocada a la liberación de presos 
políticos, declaró en un estudio publicado en 2010 que de 2002 a 2008, 1,373 personas fueron detenidas por 

motivos políticos, de las cuales 1,056 fueron hombres, 279 mujeres y 38 menores de edad. De los 1,373 presos, 
1,320 fueron catalogados como presos de conciencia, 44 como injustamente presos asociados a motivos políticos, y 
9 como presos políticos. En el mismo estudio, se señaló que las entidades con mayor número de presos eran 

Oaxaca, el Estado de México, Guerrero Michoacán y Chiapas, concentrando el 78% del total de presos políticos en 
el país. En la actualidad, el Comité Cerezo calcula que existen alrededor de 350 presos políticos y de conciencia 

recluidos en cárceles mexicanas. Por su parte, el Comité Nestora Libre ha denunciado el injusto encarcelamiento de 
328 autodefensas en Michoacán, de 13 policías comunitarios en Guerrero y de varios dirigentes populares en 
Puebla que se han opuesto a la construcción infraestructura minera y termoeléctrica. En el mismo sentido, el 

Comité para la Libertad de los Presos Políticos y el Cese a la Represión en Puebla ha señalado que en México 
existen 500 presos y perseguidos políticos, 241 de los cuales proceden del estado de Puebla. Por si esto fuera poco, 

estadísticas de la Comisión Nacional de Seguridad (CNS) revelan que de las 257 mil 291 personas encarceladas en 
2015, apenas 148 mil (58%) había recibido sentencia condenatoria, dejando a más de 109 mil personas presas 



 

 

(42%) sin la sentencia de un juez. Las cifras del CNS también resaltan que contando con un cupo máximo de 203 

mil 228 personas, los centros penitenciarios sufren un exceso de más de 54 mil reos y que el 51% de las cárceles 
mexicanas están saturadas. 

Ante esta inadmisible realidad política y penitenciaria es evidente la necesidad de un impulsar un recurso 
legislativo como el de la amnistía que ofrezca, frente a las contradicciones en el discurso de un gobierno que dice 

pugnar por la concordia, el desarrollo y la pacificación del país y en los hechos demuestra lo contrario, esperanza 
para los afectados que les permita recuperar la dignidad de sus vidas. Una acción de estas características 

constituiría un acto de alto valor simbólico pues además de comenzar a reparar el deterioro en el tejido social 
provocado por conflictos en donde a menudo el Estado mexicano también es responsable, mostraría indicios de un 
cambio sustancial en la estrategia empleada para dar solución a las distintas expresiones de crítica y resistencia al 

aparato institucional y modelo de gobierno, distanciándonos de la política punitiva hasta hoy empleada para dar 
paso a una basada en el respeto a los derechos humanos. Cabe agregar, además, que evitaría el desamparo de 

cientos de familias, víctimas de la injusta reclusión de sus seres queridos. 

Tomando en consideración estos hechos, el propósito de este cuerpo jurídico gira en torno, primero, al necesario 
reconocimiento de la existencia de presos políticos y de conciencia en México, para entonces comprender su 
condición de víctimas de procesos judiciales a menudo colmados de irregularidades, los cuales han sido 

desahogados muchas veces aprovechándose de su desigualdad económica, social y cultural, haciéndoles imposible 
presentar una apropiada defensa. Como garantes del orden jurídico nacional, es nuestro deber como legisladores 

vigilar y exigir que todo procesamiento judicial se realice dentro de la técnica legal más inobjetable, haciéndose 
respetar los principios de equidad y justicia que emanan de nuestra Carta Magna. 

Por sus características, esta amnistía exhorta a esta Cámara a la comprensión de la desesperanza como explicación 

de conductas fuera del marco de la ley, que han sido inspiradas como reivindicación ante situaciones injustas, 
inequitativas e indignas. Sabemos bien que la amnistía no borra por completo la injusticia cometida; sin embargo, 
ésta constituye un engrane nodal en el proceso para la reivindicación de las causas de los afectados, la concordia 

social y la lucha irrenunciable por el respeto de los derechos humanos. Sabemos también que presos políticos como 
el doctor Manuel Mireles o la señora Nestora Salgado han recorrido prácticamente todas las instancias legales para 

resolver sus casos, padeciendo una y otra vez la negligencia de las autoridades competentes, quienes les han 
obstaculizado e impedido el acceso a su libertad, y que por tanto, la única salida posible para dar solución a estos 
agravios debe ser resultado de una decisión política emanada de esta honorable representación. 

Por todo lo anterior, es imperativo encontrar cuanto antes solución a un problema que exhibe de forma flagrante la 

condición actual que guarda nuestro país con respecto al respeto de los derechos humanos, especialmente el 
derecho a la justicia. No podemos permitir se normalice un Estado en donde el acceso a la justicia se mantenga 

rebasado por la impunidad, ineficiencia e incapacidad de todos los eslabones del sistema para proteger los derechos 
fundamentales de todos los mexicanos. 

Debemos ser conscientes de que para resolver cualquier conflicto es indispensable propiciar condiciones de paz y 
certeza jurídica para los involucrados. Una política que apueste por remediar las exigencias enarboladas por los 

movimientos sociales mediante la persecución y encarcelamiento sistemático de quienes, frente a la crudeza de las 
circunstancias, han decidido exponer sus vidas para defender su patrimonio, sus derechos y sus seres queridos, no 

es sólo un absurdo, sino que constituye una cruel injusticia y un total despropósito. Penalizar y castigar así, sin un 
examen crítico de la situación presente, sólo perpetua la ignorancia respecto de las causas originarias de las 
diversas problemáticas que sufre el país. Para combatir la violencia no es necesario más violencia, sino acciones 

integrales para impulsar el desarrollo económico y social en las regiones afectadas, así como el apoyo irrenunciable 
para las víctimas y quienes las historia reciente ha lastimado y soslayado. 



 

 

Es compromiso de las diversas manifestaciones sociales representadas en esta Soberanía hacer prevalecer en todo 

momento y ante cualquier circunstancia el respeto de las garantías individuales y los derechos humanos. 
Asimismo, la fracción XXII del artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos nos 
confiere la facultad para conceder amnistía, permitiendo con ello salvaguardar la paz nacional. Por tanto, sirva la 

aprobación de esta ley para consolidar la posición de la Cámara de Diputados respecto al respeto inalienable de 
nuestros derechos fundamentales. 

Fundamento legal 

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi calidad de diputado federal integrante del Grupo 

Parlamentario de Morena de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión; 
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto 

a consideración del pleno de esta honorable Cámara la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se expide Ley General de Amnistía en favor de presos políticos y de conciencia  

Único. Se expide Ley General de Amnistía para quedar como sigue: 

Ley de Amnistía 

Capítulo I 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente ley es de orden público, de interés general, de observancia en todo el territorio nacional y 
tiene por objeto: 

I. Decretar amnistía en favor a toda persona perseguida, inculpada o en contra quién se haya o esté ejerciendo 
arbitrariamente acción penal por delitos del orden federal o del fuero común cometidos con motivo de su 

participación, real o supuesta, en actos, organizaciones o movimientos cuyo propósito fuera el de alterar o 
modificar la estructura política del Estado mexicano o el orden social establecido. 

La amnistía se extiende a todos los indiciados, procesados y sentenciados cualquiera que haya sido su grado de 

participación en los delitos señalados en el párrafo anterior. 

II. Garantizar la integridad física y la libertad de todas aquellas personas perseguidas por su participación, real o 
supuesta, en actos, organizaciones o movimientos cuyo propósito fuera el de alterar o modificar la estructura 

política del Estado mexicano o el orden social establecido en los términos que dicta la fracción I de este artículo. 

Artículo 2. La Comisión Nacional de Derechos Humanos y las instancias locales análogas vigilarán el puntual 
cumplimiento de la presente ley y podrán solicitar la aplicación de la misma en los casos que éstas consideren que 
entran dentro del supuesto normativo. Asimismo, se encargarán de supervisar en coadyuvancia con las autoridades 

gubernativas encargadas de la seguridad pública, la integridad física de la persona, familia y patrimonio de los 
acogidos por la presente amnistía. 

Capítulo II 

De la Amnistía 



 

 

Artículo 3. La amnistía decretada en esta ley extingue las acciones penales y las sanciones impuestas respecto de 

los delitos que comprende, dejando subsistente la responsabilidad civil y a salvo de los derechos de quienes puedan 
exigirla. 

Artículo 4. En cumplimiento a lo dispuesto por esta ley, las autoridades judiciales y administrativas observarán, 
según corresponda, su exacta aplicación en el ámbito de sus competencias. El Ministerio Público declarará 

extinguida la acción persecutoria en las averiguaciones previas; la autoridad judicial sobreseerá los procesos en 
trámite y revocará las órdenes de aprehensión libradas; y las autoridades ejecutoras de la pena pondrán en 

inmediata libertad a los inculpados, procesados o sentenciados que señala la fracción I del artículo 1º de esta ley, 
preservando su confidencialidad y prescribiendo sus antecedentes penales. 

Artículo 5. Las personas que al momento de entrar en vigor la presente ley, se encuentren actualmente sustraídos 
de la acción de la justicia, dentro o fuera del país, por los motivos a que se refiere el artículo 1°, podrán 

beneficiarse de esta amnistía en los términos y condiciones que ella misma establece dentro del plazo de 180 días a 
partir de la vigencia de esta ley. 

Artículo 6. La aplicación de la presente ley se dictará de oficio para las autoridades judiciales y administrativas 

competentes, correspondiendo a la Procuraduría General de la República o Procuraduría General de Justicia del 
Distrito Federal, según corresponda, declarar respecto de los responsables extinguida la acción persecutoria.  

Artículo 7. Los medios de impugnación ordinarios interpuestos por los beneficiarios de esta ley o por sus 

representantes legales serán sobreseídos en virtud de la misma, permitiendo que se proceda conforme al artículo 4º 
de esta ley; el mismo efecto se producirá respecto a los juicios de amparo que se encuentren en trámite.  

Capítulo III 

De las Garantías de los Beneficiarios de esta Ley 

Artículo 8. Las personas a quienes aproveche la presente ley, no podrán ser en el futuro interrogadas, investigadas, 
citadas a comparecer, detenidas, aprehendidas, procesadas ni objeto de inquisición judicial o administrativa de 
manera alguna por los hechos que comprende esta amnistía. 

Artículo 9. Las autoridades civiles y militares que contravengan de cualquier forma la presente Ley, se harán 

acreedoras a las sanciones aplicables que para cada caso establezca la legislación penal y de responsabilidades de 
los servidores públicos. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. La presente ley tendrá una vigencia no mayor de un año a partir de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 

Tercero. En atención a que un número importante de presos políticos y de conciencia proceden de pueblos y 

comunidades indígenas, esta Ley deberá ser fijada y difundida tanto en idioma español como en las principales 
lenguas indígenas utilizadas en territorio nacional. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de marzo de 2016. 

Diputado Guillermo Rafael Santiago Rodríguez (rúbrica) 


